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I. INTRODUCCIóN

n el presente trabajo nos proponemos intentar un acercamiento al
tema del derecho fundamental al juez imparcial como funda-
mento del reconocimiento jurisdiccional de causas de recusación

no contenidas expresamente en la ley. Esta finalidad trataremos de
alcanzarla a través del análisis de las propuestas de la doctrina española
y de la jurisprudencia, especialmente del análisis de dos pronunciamien-
tos jurisdiccionales destacados, en primer término la sentencia del caso
Castillo-Algar contra España, de 28 de octubre de 1998, número
863/1997, donde el Tribunal Europeo de Derechos Humanos condena al
estado español, resolución que representa ur pronunciamiento reciente
que resume la posición del Tribunal de Estrasburgo sobre este tema, y
por otro lado, de la sentencia del Tribunal Constitucional 162/1999 de
27 de septiembre de 1999.
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Como extranjero que intenta comprender las instituciones del proce-
so penal español el tema reviste mucho interés, y a pesar de que obser-
vamos que la doctrina española lleva ya camino andado sobre el tema,
la afirmación de Montero Aroca, que la perfecta definición sobre este
concepto es una vía importante para aclarar problemas de índole prácti-
ca para las instituciones de la recusación u abstención esencialmente en
casos que pueden parecer no exactamente encuadrables en alguno de los
supuestos del artículo 219 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, nos
pareció muy razonable y motivó a emprender este trabajo.

II. LA IMPARCIALIDAD JUDICIAL COMO CARACTERíSTICA FUNDAMENTAL
DEL PROCESO JURISDICCIONAL

Siguiendo a De la Oliva Santos2 es posible afirmar que el proceso
moderno se estructura básicamente “ de dos posiciones procesales dis-
tintas y enfrentadas y de un juzgador que, situado por encima de ellas,
presencia y dirige una posible controversia entre quienes ocupen esas
posiciones” . Esta estructura se hace compatible con el influjo de cual-
quiera de los dos grandes principios procesales de carácter técnico-jurí-
dico. Y es una estructura en la que han de manifestarse y concretarse los
dos principios procesales jurídico naturales: el de audiencia y el de
igualdad.

En el mismo sentido Arias Domínguez3 destaca la importancia de la
imparcialidad de juez, afirmando que, sobre este principio — sumado al
de audiencia y al respeto de los ciudadanos y poderes públicos a las deci-
siones judiciales— , se ha estructurado “ el proceso jurisdiccional” .

Incluso se puede traer a colación la sentencia 299/1994, donde el
Tribunal Constitucional afirmó que:

El derecho al Juez imparcial . ..es un derecho que, como se desprende de una reí *

terada doctrina de este Tribunal, siguiendo la sentada en el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos (Sentencias de 26 de octubre de 1984, caso De Cubber, y de
1 de octubre de 1982, caso Parsec), constituye sin duda una fundamental garan-
t ía en la Administración de Justicia propia de un Estado de Derecho (artículo 1.1
CE)...

De esta manera observamos que, la imparcialidad del juzgador es una
de las principales características con que se le ha investido tradicional-
mente; incluso, se puede señalar que, antes de la configuración moderna

- Derecho Procesal . Introducción, (con Ignacio DíEZ-PICAZO GIMéNEZ), Madrid, Editorial Centro de
Estudios Ramón Areces, 1999, p 67.

La abstención y recusación de jueces y magistrados,Madrid; Edersa, 1999, p. 29.
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del proceso, siempre ha estado presente la idea de encomendar a un ter-
cero desinteresado y ajeno a la contienda la resolución de una contro-
versia surgida entre dos intereses particulares.

Estamos de acuerdo con Arias Domínguez.4 en que esta imparcialidad
requiere en un primer momento una posición del juzgador: no ser for-
malmente parte y, en segundo lugar, una actitud: dejar al margen las con-
diciones objetivas al momento de actuar la función jurisdiccional. En
este mismo sentido abunda De la Oliva Santos cuando afirma que “ la
imparcialidad no es sólo ni principalmente una recta disposición del
ánimo de los juzgadores, sino una objetiva posición de éstos” .5

De acuerdo con lo anterior, se puede afirmar que estamos ante una
nota esencial a la actividad jurisdiccional, y en consecuencia, también
que cuando la imparcialidad del juez no exista o esté erosionada
cuando el sujeto llamado a resolver la controversia se halle situado junto
alguna de las partes en conflicto, como si en su animo no exista la dis-
posición de resolver rectamente la cuestión— no podemos hablar pro-
piamente de proceso.

tanto

III. EL DERECHO AL JUEZ IMPARCIAL COMO DERECHO FUNDAMENTAL

Iniciaremos por señalar que en el texto de la Constitución Española de
1978 no se encuentra expresamente mencionado el derecho al juez
imparcial, pero de acuerdo con Arias Domínguez6 esta ausencia no es un
caso único, ya que exceptuando al artículo vi de la Constitución de los
Estados finidos de Norteamérica, las demás constituciones se limitan a
proclamar la independencia judicial.

Sin embargo, en el ámbito del derecho internacional de los derechos
humanos7 el derecho fundamental al juez imparcial sí se encuentra

4 Ídem, p. 30-31.
J Derecho Procesal Civil, (con Migue! Angel FERNANDEZ-BALLESTEROS) Tomo I , 4a. ed., Madrid.

Editorial Centro de Estudios Ramón Areces, 1995, pp. 27-28.
6 Op. cit. p. 34.

7 Para algunos autores existe un conjunto de normas -tanto sustantivas como procesales, contenidas en
instrumentos internacionales- que, junto a organismos de carácter supranacional para la protección subsidia-
ria de los derechos contenidos en estas, han adquiridos características específicas que la separan del derecho
internacional en general y por esto las han englobado en una nueva disciplina que ha recibido el nombre de
derecho internacional de los derechos humanos.

Entre los aspectos que le dan carácter especifico a esta rama del Derecho internacional general, sobresa-
le el hecho que, mientras este último tiene como sujetos a los Estados soberanos, el derecho internacional de
los derechos humanos otorga a los individuos la naturaleza de sujetos y no de objetos de la protección inter-
nacional .

En relación con este tema Cjr. FIX-ZAMUDIO, Héctor, “ Notas sobre el Sistema Interamerrcano de
Derechos Humanos” , en GARCíA BELAüNDE, Domingo, y FERNANDEZ SEGADO, Francisco, La jurisdicción
constitucional en Iberoamérica, Madrid, Dykinson , 1998, pp. 163-224. HITTERS, Juan Carlos, Derecho
internacional de los Derecho Humanos, tomo I, Convenio Europeo de Derechos Humanos, tomo JI, Sistema
Interamericano. El pacto de San José, Costa Rica, Buenos Aires, Ediar, 1991 y 1993; NEKKEN, Pedro, La
protección internacional de los derechos humanos. Su desarrollo progresivo, Madrid, Civitas-Instituto
Interamericano de Derechos Humanos, 1987.
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expresamente garantizado, en este caso, en consideración a la importan-
cia que tiene en el ámbito del ordenamiento jurídico español, nos limi-
taremos a destacar el texto del artículo 6.1 del Convenio Europeo para
la Protección de Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales, del 4 de noviembre de 1950, que establece:

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativamente, pública-
mente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial,
establecido por la ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones
de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal
dirigida contra ella.8

Este derecho también esta garantizado en la Declaración Universal de
Derechos Humanos de 10 de Diciembre de 1948 y en el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito en Nueva York en
diciembre de 1966 y en vigor desde el 3 de marzo de 1976.

Sin embargo, el hecho que expresamente el derecho a un juez impar-
cial no se encuentre expresamente mencionado en la Constitución
Española no ha sido obstáculo para considerarlo incluido dentro de ellas,
y se le ha encontrado acomodo entre las garantías procesales de su artí-
culo 24. En este sentido existe una sólida línea jurisprudencial, que
incluso lleva a considerar a este precepto constitucional equivalente al
artículo 6 del CEDH ya citado, como lo atestigua la sentencia del Tribunal
Constitucional 162/1999, que en su fundamento jurídico 5o afirma:

En los artículos 24.1 y 2 CE y 6 del Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (CEDH), se reconoce a todo
ciudadano el derecho a que el fundamento de cualquier acusación que en mate-
ria penal se dirija contra él, sea decidido en un plazo razonable por un Tribunal
independiente e imparcial, establecido por la ley, tras un proceso público y
equitativo.

Sin embargo, si nos detenemos a considerar un momento que, la
imparcialidad se encuentra estrechamente relacionada con la indepen-
dencia judicial, tanto que se ha llegado a afirmar que “ la imparcialidad

8 Es ya un lugar común señalar que el sistema europeo de protección de los derechos humanos por ser
cronológicamente anterior, ha influido en la configuración inicial del sistema Interamericano — aunque este
luego amplío las posibilidades de legitimación y las facultades consultivas de su órgano jurisdiccional— ;
esto se hace evidente al constatar la similitud de la redacción del artículo 8.1 de la Convención Americana
de Derechos Humanos o Pacto de San José, que establece:

Artículo 8. Garantías Judiciales.
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por

un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sus-
tanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter
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es una manifestación de la independencia judicial en un caso concreto” 9

y que la independencia es “ la característica fundamental del estatuto de
los jueces y magistrados” ,10 parecería entonces natural que este derecho
se incluyera dogmáticamente en el artículo 117 de la CE.

A pesar de lo anterior el derecho al juez imparcial se encuadra en el
artículo 24 CE, esta aparente incongruencia se debe a que. de otra mane-
ra este derecho se encontraría sin la protección reforzada que otorga el
amparo constitucional."

Así se observa claramente que el Tribunal Constitucional, convenci-
do de que es necesario otorgar una protección reforzada a este derecho,
siempre lo ha incluido en el artículo 24 CE, y aunque en un principio lo
considero incluido en los derechos de defensa y al juez predeterminado
por la ley, posteriormente a la STC 113/1987 lo ha incluido, y con mucha
más razón a nuestro entender, en el derecho al proceso con todas la
garantías.

IV. LA ABSTENCIÓN Y LA RECUSACIÓN CÓMO GARANTÍ AS
DE LA IMPARCIALIDAD DEL JUZGADOR EN EL PROCESO

Para que la imparcialidad del juzgador no sea una mera declaración teó-
rica y en consecuencia existan en la práctica las condiciones ideales de
imparcialidad, se han ideado dos instrumentos jurídicos para protegerla,
nos referimos obviamente a la abstención y a la recusación.

En este sentido nos parece interesante la doble vertiente que Picó i
Junoy12 encuentra en estos instrumentos procesales, por un lado, se les
puede considerar a favor del juez, ya que sirve al objeto de evitar que sus
sentimientos personales le impidan intervenir con rectitud, ecuanimidad
y objetividad en un proceso concreto.

Por otro lado, sirven igualmente al justiciable, al objeto de defen-
derse en las situaciones en que exista el temor de que un determinado
juez no esta actuando con la debida imparcialidad. Este aspecto que
busca la confianza del justiciable en la administración de justicia bien
puede interpretarse como la intención de legitimar el poder que ejer-
cen los tribunales.

9 ARIAS DOMíNGUEZ, Angel , op. cit , p. 42.
w MONTERO AROCA, Juan (con Juan Luis Gómez Colomer, Alberto Montón Redondo y Silvia Barona

Vilar), Derecho Jurisdiccional, tomo I, 10* ed., Valencia, Tirant !< > Blanch, 2000, p. 115.
11 Lo anterior ha sido claramente destacado por DíEZ-PICAZO GIMéNEZ, en “ El Derecho Fundamental al

Juez ordinario predeterminado por la Ley”, Revista Española de Derecho Constitucional\ número 31, enero-
abril 1901, pp. 92-93.

12 La imparcialidad judicial y sus garantías: la abstención y la recusación, Barcelona, J . M . ie^ch
Editor, 1998, p. 37.
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1. Concepto y naturaleza jurídica

En cuanto al concepto de la abstención y recusación y al margen de
las definiciones doctrinales, nos parece que debemos mencionar los con-
ceptos de abstención y recusación de la sentencia de 28 de junio de 1982
del Tribunal Supremo, Sala de lo Criminal (RJ 3581), que dice:

la abstención, es el acto procesal del órgano jurisdiccional o la determinación
espontánea de aquél mediante la cual se aparta del conocimiento de un asunto por
reconocer que carece, o puede parecerlo, de las condiciones necesarias subjeti-
vas — neutralidad, ecuanimidad, rectitud, imparcialidad— para obrar indepen-
dientemente en él ,...

En esta misma sentencia, el Tribunal Supremo delimita el concepto de
la recusación, a la que define como:

...acto procesal de parte en virtud del cual ésta rechaza al Juzgador, objetiva, fun-
cional y territorialmente competente, pleno de capacidad y en el que no concu-
rre ninguna clase de incompatibilidad genérica, para que conozca de asunto o
negocio determinado en que dicha parte tiene interés, porque existiendo ajuicio
de dicha parte, en el mentado Juzgador, cierta tacha personal, es decir, determi-
nada circunstancia personal ísima que le liga al proceso o a una de las partes
directamente, se recela o sospecha, o se tiene la certidumbre, de que no actuará
con la serenidad, ponderación, rectitud e imparcialidad que deben caracterizar las
actuaciones de los órganos jurisdiccionales.

En cuanto a la naturaleza jurídica de estos institutos procesales,
encontramos que se ha discutido mucho sobre si la abstención es un
derecho o un deber del juzgador, punto sobre el cual, humildemente nos
sumamos a la posición que, a la vista de los preceptos que la regulan,13

la considera un deber jurídico del juez, de donde se deriva la posible res-
ponsabilidad del juez o magistrado que no lo haga. En cuanto a la recu-
sación, y como habíamos mencionado líneas arriba, esta se deriva del
derecho que tiene todo litigante a un proceso con todas las garantías.

2. Marco normativo

Por otro lado con respecto al marco normativo de la abstención y
recusación en el ordenamiento jurídico español, encontramos que se
encuentra concentrado en la Ley Orgánica del Poder Judicial,14 caracte-

n El artículo 217 de la LOPJ establece que “ Los jueces y magistrados deberán abstenerse...” y el articulo
221 de la misma ley determina que “ El juez o magistrado en quien concurra alguna de las causas expresa-
das en los artículos anteriores se abstendrá del conocimiento del asunto sin esperar a que se le recuse” .

14 Específicamente en su Titulo II Del modo de constituirse los juzgados y tribunales, Capítulo V De la
abstención y recusación, que incluye de los artículos 217 al 228, la enumeración de causas de abstención y
recusación están contenidas en los artículos 219 y 220, que a continuación se transcriben.
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rística que Montero Aroca15 entiende debida fundamentalmente a razo-
nes históricas, pero si consideramos que de acuerdo con este autor “ la
imparcialidad no puede determinarse con relación a estatuto alguno, no
es algo abstracto, sino que guarda necesaria relación con un proceso
determinado, y por ello concreta de un juez y de un proceso” , cabe acep-
tar que, los medios para garantizarla no se incluyan en las leyes orgáni-
cas sino en las leyes procesales.

Esta posición que no es compartida por Picó i Junoy,16 a quien le pare-
ce que la abstención y recusación tienen un acomodo natural en la Ley
Orgánica de los Tribunales, señala que, de este modo es posible darles
una regulación unitaria y genérica para ambos instrumentos procesales,
lo que ofrece las ventajas de a) evitar la dispersión y proliferación nor-
mativa, facilitando la labor de los jueces y tribunales y b ) asegurar que
no exista un tratamiento diferente de la misma cuestión en los diferentes
tipos de procesos. En consecuencia, para este autor “ la abstención y la
recusación deben ser objeto de tratamiento jurídico unitario pues son las
mismas causas las susceptibles de comprometer la imparcialidad judi-
cial, el fundamento y los efectos de ambas instituciones” .17

Avanzando en el estudio de los preceptos legales que regulan esta ins-
titución, encontramos los artículos 219 y 220 de la LOPJ en los que están.

Artículo 219.
Son causas de abstención y, en su caso, de recusación:
Io El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad

dentro del cuarto grado con cualquiera de los expresados en el artículo anterior.
2o El v ínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad

dentro del segundo grado con el Letrado y el Procurador de cualquiera de las partes que intervengan en el
pleito o causa.

3° Ser o haber sido defensor judicial o integrante de los organismos tutelares de cualquiera de las partes,
o haber estado bajo el cuidado o tutela de alguna de éstas.

4o Estar o haber sido denunciado o acusado por alguna de las panes como responsable de algún delito o
taita.

5o Haber sido defensor o representante de alguna de las partes, emitido dictamen sobre el pleito o causa
como Letrado o intervenido en éi como Fiscal, perito o testigo.

6o Ser o haber sido denunciante o acusador de cualquiera de las partes.
T Tener pleito pendiente con alguna de éstas.
8o Amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de los expresados en el artículo anterior.
9o Tener interés directo o indirecto en el pleito o causa.
10° Haber actuado como instructor de la causa penal o haber resuelto el pleito o causa en anterior ins-

tancia
1 Io Ser una de las partes subordinada del Juez que deba resolver la contienda litigiosa
12° Haber ocupado el Juez o Magistrado cargo público con ocasión del cual haya podido formar criterio,

en detrimento de la debida imparcialidad, sobre el objeto del pleito o causa, sobre las partes, sus represen-
tantes y asesores.

Articulo 220. Será también causa de abstención y, en su caso, de recusación en los procesos en que sea
parte la Administración Pública, encontrarse el Juez o Magistrado con la autoridad o funcionario que hubie-
se dictado el acto o informado respecto del mismo o realizado el hecho por razón de los cuales se sigue el
proceso, en alguna de las circunstancias mencionadas en los números Io al 8o, IIo y 12° del artículo anterior.

'5 Sobre la imparcialidad del Juez y la incompatibilidad de funciones procesales, Valencia, Tiraot lo
Blanch, 1999, p, 189.

u‘Op. cit.., p. 42-43.
17 Idem, p. 43.
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taxativamente enumeradas, las causas por las que un litigante puede
cuestionar la objetividad del juez que juzgará su caso.

Es precisamente alrededor de esta enumeración de causas legítimas de
abstención y recusación donde se ha desarrollado un muy interesante
debate doctrinal, que en último término ha buscado clarificar los con-
ceptos de imparcialidad. En primer término nos parece muy razonable la
afirmación de Montero18 en el sentido de que debe hacerse una distin-
ción entre dos cuestiones que pueden aparecer confundidas en este tema;
una es la cuestión sobre si es posible jurisprudencialmente crear una
causa de recusación distinta a las contenidas en la ley, y otra distinta, la
cuestión sobre como debe darse la interpretación — restringida o exten-

de estas causas de recusación contenidas en la ley. Aunque lasiva-
fmalidad de nuestro trabajo es comentar la posibilidad de apreciar una
causa de recusación de creación jurisprudencial en la STC 162/1999, nos
parece importante que antes de entrar a este tema hagamos un breve
comentario de lo que se ha dicho respecto a la interpretación de las cau-
sas de abstención o recusación previstas en la ley.

3. La interpretación de los artículo 219 y 220 LOPJ

A favor de una interpretación restringida suele mencionarse a un sector
de la doctrina y a la generalidad de la jurisprudencia, una enumeración de
resoluciones podría ser muy larga, pero es suficiente para ejemplificar esta
posición jurisprudencial las sentencias del Tribunal Supremo de 20 de
mayo de 1997 y de 20 de enero de 1996, esta última afirma:

las causas de recusación son taxativas y no admiten interpretaciones extensivas
o analógicas. Forman en si mismas un numerus clausus y no es posible su extra-
polación a supuestos distintos de los contemplados en la Ley.

Así como la sentencia 138/1994 de la Sala Primera del Tribunal
Constitucional, de mayo que en su fundamento jurídico 4o afirma:

...la relación de motivos de recusación del artículo 219 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial tiene el carácter de numerus clausus, sin que quepa la analogía
como regla interpretativa del precepto.

Frente a estas posturas, tanto doctrinales como jurisprudenciales — que
no podemos menos de considerar algo drásticas, especialmente en el
hecho de negar la posibilidad de aplicación del método analógico— ,19

18 Op. cit., pp. 220-221.
19 El negar el recurso a la analogía como recurso de interpretación de las causas de abstención y recusa-

ción se explica bajo el argumento de que este método no pretende simplemente la interpretación de los moti-
vos existentes, sino la búsqueda de los elementos que permitan la solución de problemas planteados por



IMPARCIALIDAD OBJETIVA Y CREACIÓN DE CAUSAS DE ... 81

encontramos una buen número de autores, que se decantan en favor de
una interpretación flexible o extensiva.

Así, Montero Aroca afirma que en su opinión, una interpretación res-
trictiva no tiene fundamento legal, y que en caso que la recusación pro-
voque el choque entre dos derechos de rango fundamental como son el
derecho al juez predeterminado por la ley y el derecho a la imparciali-
dad del juez “ de lo que se tratará es de hacer compatibles esos dos dere-
chos, pero no de sacrificar uno al otro con base en una pretendida nece-
sidad de interpretar de modo restrictivo las causas de recusación” .20

En el mismo sentido, para Picó i Junoy la interpretación rigurosa de
las citadas causas de abstención y recusación no es la más correcta aten-
diendo a su finalidad, que no es otra que garantizar la debida imparciali-
dad judicial. Por esta razón, en su opinión debería imponerse una inter-
pretación teleológica y flexible de las citadas causas, para de esta manera,
incluir a todas aquellas causas de influir en la imparcialidad del juez. Se
agrega además que, en su opinión, sostener la postura contraria implica
desconocer la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que
al interpretar el artículo 6.1 del Convenio de Roma “ ha establecido que la
interpretación flexible o extensiva es lo más acorde al derecho a un pro-
ceso justo con todas la garantías” .21

Sobre este punto, nos adherimos a estas últimas posiciones, ya que
nos parece que en esta institución procesal debe prevalecer una actitud
teleológica que les permita cumplir con su función, y aunque el ordena-
miento jurídico español se pueda considerar adscrito al sistema de
numerus clausus, una interpretación estricta no se puede sostener por un
simple prurito de legalidad, ya que en este caso se dejaría de lado que,
la abstención y recusación son instrumentos, que tienen como última
finalidad garantizar la imparcialidad del juez frente a un caso concreto.

Dejando esta discusión pasaremos a comentar las posiciones doctri-
nales sobre lo que nos interesa para efectos de este breve trabajo: la
posibilidad de que la jurisprudencia cree nuevas causas de recusación
o abstención.

V. LA POSIBILIDAD DE CREACIóN JURISDICCIONAL DE NUEVAS CAUSAS
DE RECUSACIóN O ABSTENCIóN

Este punto se encuentra muy relacionado con el anterior, sin embargo y
para nuestra sorpresa, encontramos que provoca una gran disparidad de

ausencia de normas específicas, y en tanto existe regulación que pretende exhaustivídad para este caso, no
debe ser admitida su interpretación. En este-sentido cfr. ARIAS DOMíNGUEZ, Ángel, op. at. pp. 406 y ss.

20 Op. citp. 221.
21 Op. cit., pp. 49*50.
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opiniones, incluso autores que pudieran estar de acuerdo sobre la mane-
ra de interpretar las causas de recusación, sobre esta posibilidad pueden
sostener opiniones completamente opuestas entre sí.

Para demostrar la situación que acabamos de describir recurriremos
nuevamente a los autores que habíamos citado sobre la cuestión anterior
y daremos cuenta de la polémica que sostienen, así pues, Montero Aroca
sostiene que no es posible una creación jurisprudencial de una causa de
recusación, ya que, en su opinión, las causas de recusación son los
supuestos en que el legislador ha determinado que el juez es sospecho-
so de ser parcial, con fundamento en la experiencia histórica de la socie-
dad y en su conocimiento de la realidad social, por lo que los tribuna-
les tienen vedado incrementar estos supuestos con base únicamente en
su propia perspectiva de la realidad social. Para este autor, ni siquiera
el Tribunal Constitucional puede llegar a desempeñar la labor de crear
nuevos supuestos, pues en este caso, no se estaría controlando la cons-
titucionalidad de la actividad legislativa sino suplantando la función
legislativa.22

Exactamente la posición contraria mantiene Picó i Junoy, quien sos-
tiene que es un grave error afirmar que no se puede considerar una
causa de recusación fuera de la enumeración taxativa de la ley. Para
este autor esta posición parte de un planteamiento erróneo, que olvida
que en todo proceso debe estar vigente el “ principio de la imparciali-
dad del juez” que tiene rango constitucional, del que la abstención y
recusación son el desarrollo instrumental, por lo que no se puede aban-
donar la configuración de estas a la voluntad del legislador. “ Integrar
el derecho a recusar dentro del más genérico del derecho a un proceso
con todas sus garantías, supone — afirma este autor— que las leyes de
procesamiento deben incluir la posibilidad de sustituir al juez que se
presuma parcial” , pero, considerando que es imposible realizar una
regulación legal que pueda prever todos los casos en que puede llegar
a sospecharse de la parcialidad de un juez, resulta razonable permitir
la alegación y prueba de otro motivo que acredite el temer la parciali-
dad en el caso concreto” .23

En consecuencia, para este autor, la enumeración de la Ley no supo-
ne la imposibilidad de que el Tribunal Constitucional, u otros órganos
jurisdiccionales encargados de interpretar los tratados y convenios inter-
nacionales, puedan acoger otros supuestos, ya que lo contrario infringi-
ría el contenido esencial del derecho al proceso con todas las garantías.
Sobre este punto destaca la sentencia del Tribunal Constitucional
157/1993 de 6 de mayo, que en su fundamento jurídico 2o declara:

22 Op. cit, p. 222.
23 Op. cit.% p. 48.
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A este respecto, la Constitución, ciertamente, no enumera, en concreto, las cau-
sas de abstención y recusación que permitan preservar el derecho a un proceso
con todas las garantías reconocido en el artículo 24.2: pero ello no significa que
el legislador quede libre de cualquier vínculo jurídico constitucional a la hora de
articular ese derecho, que comprende, como se ha dicho, la preservación de la
imparcialidad judicial.
La Constitución impone determinados condicionamientos al legislador que ha de
ordenar esas causas de abstención y recusación, condicionamientos que derivan
del contenido esencial de los derechos reconocidos en el artículo 24.2 CE, a la luz
de los mandatos del artículo 10.2 CE, y, en relación con el mismo, de los pronun-
ciamientos de los órganos jurisdiccionales llamados a interpretar y aplicar los tra-
tados y convenios internacionales suscritos por España en materia de derechos
fundamentales y libertades públicas. Con relación a esos mandatos, y en lo que
aquí importa, baste decir que tales pronunciamientos jurisdiccionales (los dicta-
dos, en especial, por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos) pueden llegar
a identificar supuestos de abstención y de recusación hasta hoy no contemplados
en nuestra legislación, hipótesis ante la cual cabria sostener la exigencia de una
acomodación del Derecho español al precepto internacional de este modo inter-
pretado por el órgano competente para ello.

Finalmente Picó i Junoy señala que, es necesario que exista en el
ordenamiento jurídico un precepto que sirva de cláusula de cierre y que
permita dar un cauce a los casos que no encajen exactamente en ningún
supuesto legal.

Montero Aroca realiza una crítica a todos estos argumentos, en su
opinión, la afirmación de que la ley debe permitir que en todo caso el
juez parcial pueda ser recurrido, parece inobjetable en la teoría pero en
la práctica olvida que es imposible que se pueda determinar cual es el
ánimo del juez, por lo que el legislador hace es objetivar una lista de cau-
sas en las que, y de acuerdo con la experiencia histórica de la sociedad,
el juez será sospechoso de ser parcial, pero esta labor política de deter-
minar el sentimiento de una sociedad no puede ser encomendado a los
tribunales.24

En cuanto a la sentencia 157/1994, Montero afirma que, esta es un
claro ejemplo de confusión conceptual, ya que, en su opinión, mezcla la
determinación de las causas de abstención y de recusación, para garan-
tizar la imparcialidad, por los órganos jurisdiccionales, con la posibili-
dad de que estas causas sean modificadas por los tratados y convenios
internacionales suscritos por España, lo cual en última instancia es una
modificación legislativa en virtud del procedimiento de ratificación. Se
acepta que el legislador ordinario se encuentra vinculado por los princi-
pios constitucionales, pero insiste en que esta labor es propia del legis-
lador y los tribunales no deben suplantarla.25

24 Op. cit., p. 222, nota 305.
15 ídem, p. 223.
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Algar, pues como señalabarnos es un pronunciamiento reciente sobre el 
tema que resume la doctrina jurisprudencial. En primer termino obser- 
vamos que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos inicia afirmando 
que, de acuerdo con el artículo 6.1 del Convenio de Roma, la imparcia- 
lidad debe apreciarse desde dos puntos de vista, por un lado un criterio 
subjetivo, que trata de averiguar la relación personal de un Juez concreto 
con un determinado caso, y por otro lado un criterio objetivo, tendente a 
ofrecer las garantías suficientes para excluir cualquier duda razonable al 
re~pecto. '~ 

Tratándose del aspecto subjetivo, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos afirma que "la imparcialidad personal de un Magistrado se 
presume salvo pmeba en contrario".30 

En lo que respecta a la imparcialidad objetiva, ésta consiste en pre- 
guntarse si, independientemente de la conducta personal del Juez, cier- 
tos hechos verificables permiten sospechar acerca de su imparcialidad. 
Para el Tribunal en esta materia, "incluso las apariencias pueden reves- 
tir importancia". En su opinión, es muy importante que los tribunales de 
una sociedad democrática inspiren confianza a los justiciables y, espe- 
cialmente, a los procesados. 

Como consecuencia lógica de lo anterior, "debe recusarse todo Juez 
del que pueda legítimamente sospecharse una pérdida de imparcialidad". 
Sin embargo el Tribunal matiza que, para pronunciarse sobre la existen- 
cia de una razón legitima para temer en un Juez una falta de imparciali- 
dad, la opinión del acusado debe tenerse en cuenta, pero no juega un 
papel decisivo. Se concluye entonces que, "cl elemento determinante 
consiste en saber si los temores del interesado pueden considerarse obje- 
tivamente justificados". Más adelante en la misma sentencia Castillo- 
Algar se plantea la pregunta, ¿cuándo sí se pueden considerar las dudas 
sobre la imparcialidad del juez como objetivamente justificadas?, y en 
opinión del Tribunal la respuesta deberá de variar según las circunstan- 
cias de la c a u ~ a . ~ '  

Estas afirmaciones, que en sustancia mantienen las líneas generales de 
la doctrina jurisprudencia1 del caso Piersack de 1 de octubre de 1982, en 
opinión de Montero Aroca carecen de verdadero contenido conceptual, 
porque, por un lado la imparcialidad siempre es algo subjetivo, y no 
existe precepto alguno que intente averiguar la convicción intima o el 
fuero interno del juez en un caso concreto, y no existe por razón que esa 
supuesta averiguación pretende lo imposible. 

? '  Relativo a este tema tmibi+n puede verse la sentencia, La Srrlencla incal coniro Turquía de 9 ~ u n i o  
iVYX 

," Adcmts de pronunciarse en este sentido en la sentencia Castil o-Algar de donde extraemos la cita, lo 
liacc en la Senrrncia Hawch,idr cm!ro Dinomorm r/e 24 moyo 1981 

" Epigrafe 40 de la sentencia que comentamos, donde el misrio Tribunal seaala como referencia le 
ienrencio Hnuschiidr de 10 de octub>e de 1998 
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En cuanto al concepto de imparcialidad objetiva como tendente a ase- 
gurar que se ofrecen las garantías suficientes para excluir cualquier duda 
razonable, Montero considera que en la práctica el control de la existen- 
cia de garantías se reduce a constatar si se puede considerar o no incur- 
so en alguna causa de abstención o recusación, por lo que, para este 
autor, las garantías suficientes se reducen a las causas previstas en la ley, 
y la "duda" no alcanzaría a lo razonable, sino sólo lo contenido en la ley. 

Sobre este último punto, nos parece que el TEDH para determinar el 
ámbito de la imparcialidad objetiva esta poniendo el acento sobre el 
concepto de "temores objetivamente considerados" y no sobre "lo razo- 
nable", lo que aunque podría verse como una cuestión nominalista en 
realidad implicaría abrir la puerta a la creación jurisprudencia1 de su- 
puestos que no se puedan encajar exactamente en algún motivo legal. 
Esto es lo que intentaremos analizar a continuación en el siguiente 
punto, es decir, trataremos de determinar si el Tribunal Constitucional al 
considerar imparcial a un juez, por una acusación, en un caso que no 
puede enmarcarse si forzarla en ningún supuesto legal, ha creado implí- 
citamente una nueva causa de recusación con base en esta concepción de 
imparcialidad objetiva, apreciando dudas objetivamente justificadas 
sobre la parcialidad del juzgador. 

2 .  La sentencia 162í1999 del Tribunal Constitucional, el caso Hormaechea 

Esta resolución esta directamente relacionada con dos de los supues- 
tos que se presentan como mas problemáticos para poderlos encajar en 
las causas recogidas en la ley, como son, la influencia de la ideología 
política del juez sobre la resolución que dictará y, el interés o enemistad 
del juzgador evidenciadas al haber realizado manifestaciones extrapro- 
cesales, ante los medios de comunicación, sobre el desarrollo del asun- 
to a enjuiciar. 

Veamos brevemente lo que se ha dicho sobre estos supuestos. 
La preocupación ante la posibilidad que la ideología personal del juz- 

gador pueda redundar en una pérdida de la imparcialidad, ya sea por 
permitir que sus decisiones sean distorsionadas por no poder sustraerse 
a su propia ideología o por la influencia de un grupo o partido político, 
puede calificarse de lógica y existe en casi todos los ordenamientos jurí- 
dicos; en el caso español encontramos un marco general y medidas espe- 
cíficas que buscan reducir esta posibilidad a sus justos límites. 

El marco general lo forma una característica fundamental de la acti- 
vidad jurisdiccional, la independencia, incluida en el articulo 11 7 CE?* 

'' 11 7 CE. 

l .  Lajusticia emana del Pueblo y x administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes 
del poder judicial, independienies, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 



que en una vertiente interna busca que, no haya influencia de la ideolo- 
gía del juez al establecer que la actividad del juzgador sólo debe some- 
terse a la ley, y por otra parte, frente a influencias externas, se postulan 
las garantías judiciales, como protección del juez a presiones tanto de 
sus superiores como de gmpos de la sociedad, en este sentido se mani- 
fiesta el punto segundo del 1 17. 

En el plano de las medidas especificas encontramos que la 
Constitución española en su articulo 127 prohibe que los jueces y magis- 
trados pertenezcan a partidos políticos y sindicatos. Esta prohibición 
constitucional encuentra su desarrollo en el articulo 395 de la LOPJ que 
además de reiterar la prohibición constitucional añade que no podrán 
tener empleo al servicio de los mismos. 

Esta prohibición se extiende, en el articulo 400.2 de la Constitución. 
a las asociaciones de jueces que no pueden pertenecer a ningún partido 
político. Nos parece interesante que para Arias Dominguez'' la prohibi- 
ción constitucional para pertenecer a un partido va más allá de la afilia- 
ción, ya que considera que, si esta hubiera sido la intención de la CE así 
lo hubiera manifestado expresamente, en este mismo sentido se pueden 
entender los preceptos de la LOPJ que prohiben, a los jueces y magistra- 
dos, dirigir a los "poderes" felicitaciones o censuras por sus actos, asi 
como que concurran, en calidad de miembros del Poder Judicial, a actos 
públicos que no tengan carácter judicial. 

Otro aspecto, resultado de esta misma preocupación, es que existan, 
es la regulación existente en los artículos 352 a 358 de la misma LOPJ 
para las actividades no jurisdiccionales que puedan ser realizas por jue- 
ces y magistrados. Estos preceptos establecen que las actividades que 
impliquen participación activa en la política sólo pueden ser realizadas 
en la situación de excedencia voluntaria, lo que trae como consecuencia, 
que cuando al término de estas actividades el juez desee volver a las 
labores del poder judicial, deberá pasar un periodo de tiempo -tres 
años- en situación de excedencia forzosa. 

Estamos de acuerdo con Arias Dominguez, quien sostiene que esta 
argumentación teórica de las garantías constitucionales y legales que 
impiden la cercanía de los jueces a la política no impide que los justi- 
ciables sospechen de la afinidad política del juez y que mediante la recu- 
sación se cuestione la influencia de la ideología personal del juzgador 
sobre el caso concreto a resolver. 

Otro supuesto problemático, se presenta ante recusaciones que denun- 
cian el interés o enemistad del juzgador, con fundamento en haber este 

2 Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por 
olguna de los causas y con los goranriar prevtsros en la ley. 

!, 1 Op cir.  p. 225 y SS. 
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realizado manifestaciones extraprocesales, ante los medios de comuni- 
cación, sobre el desarrollo del asunto a enjuiciar. En este punto encon- 
tramos que, de acuerdo con la posición sostenida por el Tribunal 
Constitucional, lo que puede dar fundamento a una recusación de esta 
clase, es que las declaraciones del juez o magistrado permitan anticipar 
el sentido de la resolución, estando todavía por realizarse el j~ic io . '~  

Es dentro de este debate sobre las posibilidades de recusación por 
manifestaciones extraprocesales y por la ideología del juez que encon- 
tramos la sentencia 16211 999, que resuelve lo que se ha considerado un 
caso paradigmático de estos dos tipos problemáticos de causas de par- 
cialidad del juzgador. Dado que el caso ha tenido repercusión en los 
medios y que además la sentencia se ha comentado ampliamente, damos 
por sentado que este asunto es del conocimiento público y nos limitare- 
mos a señalar las líneas generales de los hechos que dan pie a las sen- 
tencia, únicamente entraremos al detalle en lo relativo a las recusaciones 
fundadas en las causas que nos interesan -conscientes que la sentencia 
16211 999 se ocupa de otros aspectos también muy importantes-, para 
poder proceder al análisis de la resolución y de los razonamientos que la 
fundamentan. 

Por lo anterior, de esta sentencia nos limitaremos al análisis de la 
supuesta vulneración al derecho fundamental al juez imparcial, que se 
planteo como motivo del recurso de amparo. Específicamente en lo que 
esta vulneración se fundaba en la no estimación de una recusación plan- 
teada frente a los magistrados del Tribunal Superior de Justicia de 
Cantabria. MBs especialmente en las recusaciones en que se alegaron 
- en t r e  otras- las dos razones que hemos comentado, la ideología polí- 
tica del Magistrado y manifestación extraprocesal de una calificación 
moral que hace presumible su parcialidad. 

Los hechos podemos sucintamente delinearlos de la siguiente mane- 
ra, el 1 de diciembre de 1990, se presentó denuncia contra el entonces 
presidente de la comunidad Autónoma de Cantabria Señor Juan Hor- 
maechea Cazón, imputándole -entre otros- la comisión de los delitos 
de prevaricación y malversación de caudales públicos. La acusación fue 
realizada ante el órgano jurisdiccional competente, la Sala de lo Civil y 
Penal del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, que fue integrada por 
los Magistrados don Claudio Movilla Álvarez, Presidente, don Mario 
García-Oliva Pérez y posteriormente don Javier Sánchez Pego. 

Una vez abierto el juicio oral, pero meses antes de que éste se cele- 
brara, se planteó en los medios de comunicación una controversia entre 
el imputado y los magistrados del Tribunal Superior de Justicia. Nos 
concentraremos en el debate que sostuvo contra el Magistrado presiden- 

" Arias Domlnguez, al analizar el auto 37911993 de 21 de diciembre del Tribunal Constitucional. 



te, por ser esta la controversia que dio origen a las declaraciones que 
fundamentaban la acusación de parcialidad. 

El debate lo inició -muy habilmente, a nuestro entender- el impu- 
tado, ya que cuestionó públicamente la legalidad de la contratación de la 
esposa del Presidente de la Sala que habia de juzgarle, como funciona- 
ria interina de la Diputación Regional de Cantabria, poniendo el énfasis 
en que la misma era irregular y se habia llevado a cabo en los últimos 
momentos del gobierno de gestión del Partido Socialista Obrero 
Español, al cual perteneció el presidente de la Sala hasta su renuncia, al 
ser designado magistrado del TSJ a propuesta de la Asamblea legislativa. 

La réplica de la afectada fue contestada con mayor dureza por el recu- 
rrente, al afirmar que su versión de los hechos constituía "el colmo del 
cinismo" ya que entendía que la contratación era "nula de pleno 
Derecho". 

En respuesta, el Presidente de la Sala, señor Movilla Álvarez, declaró 
ante la prensa que: "No quiero entrar en un juicio de intenciones, pero le 
aseguro que no me abstendré del conocimiento de este proceso y si me 
opondré a una eventual recusación porque no concurre ninguna causa 
para ello, por mucho que alguien pretendiera prepararla o ambientarla", 
tratando de defender la imagen de imparcial del tribunal frente a la opi- 
nión pública, agregó "No tengo ninguna enemistad (ni amistad) con el 
señor Hormaechea, lo que equivale a decir que en mi no concurre la 
única causa que me obligaría a inhibirme del caso. Así que no me abs- 
tendré por mucho que diga en relación a mi señora o en relación a cual- 
quier familiar 

En diciembre de 1993, poco antes del inicio de las sesiones del juicio 
oral, el diario "El País" recogió las manifestaciones realizadas en rueda 
de prensa por el señor Hormaechea y de la contestación del Magistrado, 
señor Movilla. Según el medio de comunicación, el señor Hormaechea 
habia puesto públicamente en duda la independencia de los Magistrados 
que habrían de juzgarle por su ideología política "de izquierdas". Sobre 
el Presidente de la Sala, señaló: "Claudio Movilla siempre proclama su 
izquierdismo. Yo no sé si tales convicciones políticas en 1936 +so ten- 
dría que contestarlo él- hubieran sido móvil suficiente para tirar a la 
gente por el faro del Cabo Mayor (aludiendo a presuntas atrocidades 
cometidas en Santander durante la Guerra Civil). Aquí, desde luego, hubo 

" Tambitn agregaba: "Me niego a que la politica en esta región tenga que parar por un proceso judicial; 
a que sea una palitica tan pobre que el único cauce de resolucibn y el único ámbito en el que todo se venti- 
la sea una causa judicial . Como desde luego tambien me niego a que este proceso se mediatice palitica- 
mente. Por eso no vienso abstenerme Nosotras. la Sala. no tiene niiieiin intertr volitico v oor suvuesto va a 

t i a .  A mi me merece el mhima respeto el Presidente, cama me la merece en su wndicibn de procesado". 
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quienes movidos por sus ideales de izquierdas arro.jaron a la gente por 
aquellos acantilados. Tendría que contestarlo él. pero eso. ¿,qué plantea?". 

De acuerdo con la nota, el señor Movilla calificó como "vergonzosas" 
las acusaciones del señor Hormaechea, añadiendo que "revelan una cata- 
dura moral que yo no desearía para un Presidente de una Comunidad 
Autónoma. Ningún derecho tiene el señor Hormaechea a poner en duda la 
independencia de un Tribunal al margen de la ideología de sus componen- 
tes. Recordar penosos episodios de la Guerra Civil, transcurridas ya tantas 
décadas desde su término, me parece una actitud penosa y miserable". 

Las recusaciones planteadas fueron desestimadas por el Tribunal 
Superior de Justicia (y en la resolución final se encontró culpable al 
Señor Hormaechea, sentencia de la Sala de lo Civil y de lo Penal de 24 
de Octubre de 1994), decisión posteriormente ratificada por el Tribunal 
Supren~o a quien se recurrió en casación (sentencia de la sala segunda de 
10 de Julio de 1995), que en mi opinión no había motivo para conside- 
rar existente en los magistrados una "enemistad o amistad" manifiesta 
contra el acusado y en ese momento recurrente. El caso después de haber 
recorrido todos los pasos de la justicia española llegó en agosto de 1995 
al Tribunal Constitucional, el cual resuelve con la sentencia numero 
16211 999 de 27 de septiembre, el recurso de amparo donde como hemos 
comentado -al lado de otras cuestiones-, se alegó la vulneración al 
derecho fundamental a un juez imparcial, dado que es este punto ei que 
nos interesa nos acercaremos a comentarlo en detalle. 

El Tribunal Constitucional inicia el análisis de la supuesta vulneración 
de este derecho fundamental, haciendo en el fundamento jurídico 5" de 
la sentencia un recuento de su posición al respecto de la imparcialidad 
judicial. Así inicia afirmando que la imparcialidad del Tribunal es una 
exigencia básica del proceso debido, aceptando la influencia del Tri- 
bunal Europeo de Derechos Humanos,j6 por lo que hace un recuento 
de las líneas principales de la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo 
- q u e  ya hemos comentado-, para después pasar a recordar en que se 
distingue su posición al respecto, así afirma: 

Nuestra jurisprudencia, siguiendo un criterio de clasificación diverso del utilira- 
do por el TEDH, ha agrupado bajo el común denominador de afectar a la "impar- 
cialidad subjetiva" a aquellas sospechas que expresan indebidas relaciones del 
Juez con las partes, mientras las que evidencian la relación del Juez con el obje- 
to del proceso. hemos dicho, afectan a la "imparcialidad objetiva" 
Las exieencias de im~arcialidad se Drovectan sobre la actividad orocesal v extra- - . . 
procesal del Juez del caso, definiendo reglas y exclusiones que tratan de disipar 
cualquier duda legitima que pueda existir sobre la idoneidad del Juez. 

" En este punto debemos recordar las criticas de Mantero a esta posicidn del Tribunal Constitucional, 
pues es un errar aceptar sin cuestionarse una doctrina que en su opinión no se sostiene, 
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Dejando de lado las consideraciones del tribunal sobre las demás 
cuestiones objeto de este amparo, nos parece interesante que más ade- 
lante, cuando ya se inicia el análisis de las recusaciones por la presumi- 
ble ideología política del Magistrado y sobre todo de sus declaraciones 
a la prensa, el Tribunal Constitucional señala: 

cabe entender que las referencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos a 
la "perspectiva subjetiva" desde la que cabe apreciar la imparcialidad judicial, 
que llevan a indagar "la convicción personal del Juez", tanto para descartar la 
presencia de prejuicios o tomas de partido previas como para excluir aquellos 
supuestos en que sea legitimo temer que el criterio de juicio no va a ser la apli- 
cación del ordenamiento jurídico, sino otro, derivado de cualquier tipo de rela- 
ción jurídica o de hecho, que el Juez mantenga o ha) a mantenido en relación con 
la pretensión de condena que ha de decidir, tienen inás que ver con la actividad 
extraprocesal del Juez, aquella que, por razones personales, le haga aparecer vin- 
culado a las partes, a sus intereses o al mismo objeto de enjuiciamiento. 

En el análisis de las recusaciones que se fundan en la controversia 
pública mantenida por el recurrente y la esposa del Magistrado presi- 
dente de la Sala el Tribunal Superior de Justicia, acerca de la regulari- 
dad de la contratación administrativa de aquélla, el TC consideró que las 
decisiones judiciales que la habían desestimado, eran fundadas en argu- 
mentos razonables, por lo que eran dignos de ser acogidos y reiterados 
para desestimar esta concreta pretensión de amparo. 

El argumento principal para desestimarla fue que la citada controver- 
sia pública no eran suficiente para deducir que existiera pleito pendien- 
te entre el acusado y el Magistrado, ni un interés directo o indirecto de 
este último en la causa, pues la acción penal ~eguía un curso no interfe- 
rente con la cuestión administrativa planteada. 

Por lo tanto, el TC acepto que las manifestaciones del señor Movilla 
acerca de esta polémica no eran la expresión de un sentimiento de ene- 
mistad o desafecto, sino la mera exteriorizacion del propósito de no abs- 
tenerse del conocimiento de la causa salvo en los supuestos previstos en 
la ley, entre los cuales no se encontraban las opiniones que tuviera el 
acusado sobre la regularidad del contrato administrativo de su esposa, o 
sobre su conducta. 

Sin embargo, y a diferencia de lo sucedido con la pretensión anterior, 
en lo que respecta al resto de manifestaciones públicas del señor 
Moviila, en las que desaprobaba los argumetdos utilizados por el recu- 
rrente para cuestionar la imparcialidad de la Sala en razón de la ideolo- 
gía política de los Magistrados, donde el TSJ y el TS entienden que, estas 
declaraciones no eran sino la proporcionada réplica a una grave imputa- 
ción del recurrente; por lo que atendiendo a la finalidad de réplica, con- 
sideraron que tampoco por estas circunstancias existían razones funda- 
das para dudar de la imparcialidad del Magistrado recusado, el Tribunal 
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Constitucional -a pesar de que elude pronunciarse sobre la recusa- 
ción- decide entrar al análisis del significado de las declaraciones, afir- 
mando en primer término: 

A este Tribunal, al que no compete determinar en cada caso si concurren o no las 
causas de recusación alegadas en la vía judicial, corresponde únicamente anali- 
zar si, a la vista de las circunstancias concurrentes, ha sido respetado el conteni- 
do del derecho fundamental a ser juzgado por un Tribunal imparcial. 

Así pues, para realizar este análisis de la supuesta vulneración del 
derecho fundamental invocado, considera necesario realizar algunas 
consideraciones previas sobre el supuesto de hecho analizado: 

Inicia afirmando que al ser una impugnación posterior en el tiempo a 
la concreción de la abstracta predeterminación legal del Juez, deben 
enjuiciarse las dudas sobre la parcialidad del juez de manera rigurosa, 
para evitar un uso fraudulento de este instituto procesal, en perjuicio de 
la independencia judicial. 

En segundo lugar señala que a juicio del tribunal es evidente que las 
manifestaciones públicas del Magistrado que se alegan para justificar las 
sospechas de parcialidad, tienen su origen en la propia conducta del 
recurrente, quien orillando los cauces procesales, cuestionó públicamen- 
te la imparcialidad de los Magistrados, a través de manifestaciones rea- 
lizadas ante los medios de comunicación, a los que, por su responsabili- 
dad política, tenía fácil acceso. 

Este hecho es para el Tribunal reprobable, pues se hizo al margen del 
cauce procesal y sus reglas, por lo que "se obvió el debate reglado y la 
debida contradicción a sus argumentos, poniendo así en peligro la con- 
fianza de los ciudadanos hacia sus Tribunales". Pero para el Tribunal 
aún más reprobable resulta el contenido de las sospechas, pues se fun- 
damentaron en la presunta ideología política de los Magistrados, dudas 
sobre la imparcialidad que, por su naturaleza, son ilegítimas, y citando 
su propia jurisprudencia (autos 19511983 y 35811983) destacó que "... 
las ideas que se profesen, cualesquiera que sean, no pueden someterse a 
enjuiciamiento, y nadie, como preceptúa el artículo 14 CE, puede ser dis- 
criminado en razón de sus opiniones ..." por lo que " ... la ideología se 
haya sustraída al control de los poderes públicos y prohibida toda dis- 
criminación en base a la misma". 

En tercer término se señala como necesario destacar que junto a las 
concretas manifestaciones del Magistrado recusado que el recurrente 
individualiza como expresivas de enemistad. existen otras en las que "el 
Magistrado señor Movilla rechaza expresamente la polémica directa con 
el señor Hormaechea", y "reafirma su deseo de que el proceso penal ini- 
ciadc no fuera mediatizado políticamente, garantizando que sólo se uti- 
lizarían parámetros jurídicos, y no políticos, para pronunciarse sobre la 
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pretensión de condena", mostrando públicamente su respeto por el recu- 
rrente y el resto de los acusados. 

La última precisión sobre los hechos, iiecesaria para el Tribunal 
Constitucional, es que, en la contestación pública a las manifestaciones 
del señor Hormaechea, recogida en el diario "El País", no se refiere a los 
hechos enjuiciados ni a las pretensiones de condena, no prejuzga ni anti- 
cipa el sentido del fallo, ni se refiere a la verosimilitud de la acusación. 
Sin embargo, "expresa en términos morales, la reprobación al recurren- 
te por la utilización de la memoria histórica de la Guerra Civil española, 
para descalificar ante la opinión pública al más alto organismo judicial 
de la Comunidad Autónoma, el Tribunal Superior de Justicia, y a su 
Presidente...". 

Sentadas las anteriores precisiones sobre los hechos a juicio del 
Tribunal Constitucional, no se puede considerar que de las declaraciones 
se desprenda que el Magistrado este alineado con ninguna de las partes, 
ni que sirva de auxilio a las pretensiones de la acusación. 

Así pues la solución a la cuestión que plantea la supuesta parcialidad 
de los Magistrados, para el Tribunal Constitucional, pasa por el análisis 
de dos perspectivas, por la primera habría que determinar si la expresión 
"de tan airado juicio de valor" sobre el recurrente exteriorizó o no una 
toma de posición animica en favor de la culpabilidad del acusado, y 
desde la segunda perspectiva habrá que considerar si es fundado o no el 
temor de que dicho Magistrado no utilizara como criterio de juicio el 
previsto por la ley. 

A juicio del Constitucional, de las manifestaciones públicas del señor 
Movilla no cabe deducir una toma de posición anímica en favor o en 
contra de la culpabilidad del entonces acusado, señor Hormaechea, 
"pues nunca se refirieron a su supuesta participación en los hechos ni a 
su eventual disposición a cometerlos, ni se anticipó juicio alguno de cul- 
oabilidad o de probabilidad de culpabilidad". por lo que desde esta pri- 
mera perspectiva, la queja carece de fundamento. 

Por el contrario, desde la segunda de las perspectivas mencionadas el 
Tribunal Constitucional llega a una conclusión diferente. A pesar que el 
Constitucional reconoce que las manifestaciones controvertidas tenían 
como propósito básico defender el prestigio del Tribunal llamado a juz- 
gar al recurrente, "el mismo medio en que se expresaron las sospechas, 
el tenor, contundencia y radicalidad de la descalificación del recurrente 
que contenían permite fundar una sospecha legitima de parcialidad, así 
pues para el Tribunal. 

... el sefior Movilla exteriorizó una convicción personal que le hizo aparecer como 
inidóneo para juzgar el caso. 
En efecto: la actitud del seiíor Hormaechea fue calificada de "penosa y misera- 
ble", sus acusaciones, se dijo, eran "vergonzosas" y reveladoras de "una catadu- 
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ra moral" no deseable para un Presidente de Comunidad Autónoma. La carga 
emocional y el significado de las palabras son suficientemente expresivos, mas 
su sentido descalificador queda aún reforzado si atendemos a que la pretensión 
de condena (formulada por supuestos delitos de prevaricación y malversación de 
caudales públicos) imputaba al recurrente, precisamente, una conducta consis- 
tente en faltar a las obligaciones de su cargo representativo aprovechando, en 
beneficio propio, su autoridad pública. 

Para motivar el juicio arriba transcrito el Tribunal Constitucional cita 
nuevamente su propia jurisprudencia (sentencia 4611998 fundamento 
jurídico 5 7 ,  para señalar que "la acción de los Tribunales, que son garan- 
tes de la justicia y cuya misión es fundamental en un Estado de Derecho, 
tiene necesidad de la confianza del público y también conviene prote- 
gerla contra los ataques carentes de fundamento", pero a pesar de lo 
anterior seííala que: 

la protección pública de la acción de los Tribunales y de su autoridad no es una 
misión para la que los Jueces y Magistrados que los integran sean los más idó- 
neos, pues el contenido del derecho a la presunción de inocencia y la salvaguar- 
da de su propia imparcialidad les impone un especifico deber de reserva que 
tanto les impide utilizar como argumento el propio objeto del enjuiciamiento 
para reaccionar frente a los ataques verbales, como anticipar cualquier veredicto 
sobre la culpabilidad del acusado o sobrepasar el llmite que les baga aparecer, a 
los ojos del acusado o de los ciudadanos en general, incursos en un enfrenta- 
miento personal con aqudl ... 

Por lo que se afirma que el hecho que las declaraciones que sirven de 
fundamento a la queja no eran sino respuesta a otras precedentes del acu- 
sado "no es justificación suficiente de su contenido desde la perspectiva 
de la debida imparcialidad". 

Para el Constitucional a pesar que el origen de la polémica y la ini- 
ciativa constante de la controversia la tuvo siempre el recurrente, y que 
el rechazo público de los Jueces del caso, fundado en sus ideas políticas, 
es "objetivamente ofensivo" no se justifica la reacción del Magistrado 
recusado. Así pues, en opinión del Constitucional: 

La global descalificación del acusado, expresada pocos dias antes de su enjuicia- 
miento, no situó al Tribunal en las mejores condiciones para garantizar que su 
veredicto final gozara de la confianui del público y, mucho menos, de la del acu- 
sado. La queja del recurrente se funda en una sospecha objetivamente justificada. 

Con base en los razonamientos anteriores el Tribunal Constitucional 
anula la condena dictada al señor Hormaechea "a fin de que un Tribunal 
imparcial se pronuncie sobre el fundamento de la pretensión de condena 
que motivó originariamente el proceso contra el recurrente", y ordena 
retrotraer las actuaciones judiciales al momento procesal de convocato- 
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ria del juicio oral, para que sea conocido por un Tribunal que sea "inte- 
grado por Magistrados cuya imparcialidad no se vea comprometida en 
esta causa." 

VI. COMENTARIOS FINALES 

La intención durante el desarrollo de este trabajo, desde partir de la 
enunciación del concepto básico de imparcialidad hasta el análisis de la 
sentencia 16211999 ha sido llegar al análisis de la posibilidad de crea- 
ción jurisdiccional de causas de recusación no previstas en la ley. 

Nos parece que esta posibilidad si es viable, e incluso deseable, nues- 
tra afirmación se deriva de la supremacía del derecho a un proceso con 
todas la garantías sobre la conservación del principio de legalidad por un 
mero prurito formalista; así pues, consideramos que en relación con la 
norma contenida en los artículo 219 de la LOPJ se debe atender a su fina- 
lidad que es asegurar la imparcialidad del juzgador, otorgando un ins- 
trumento de defensa al justiciable, frente al Juez del que se presuma una 
inclinación ilegitima hacia una parte. De esta manera se busca dar con- 
fianza sobre el sistema jurisdiccional y otorgar legitimidad al ejercicio 
del poder por los órganos jurisdiccionales del estado. 

Nos parece que de la lectura de los fundamentos jurídicos de la sen- 
tencia al caso Hormaechea, es evidente que, a pesar que el Tribunal 
Constitucional no se pronuncia expresamente sobre las causas de recu- 
sación alegadas, de manera implícita acepta que la ideología política de 
un juez y sus manifestaciones extraprocesales sobre el objeto del proce- 
so son causa suficiente para dudar de su imparcialidad objetiva, pues 
acepta que existe un temor objetivamente considerado a que la resolu- 
ción del asunto sometido a su criterio no sea únicamente con fundamen- 
to en la ley. 

Por lo anterior encontramos que en el caso que dio origen a la sen- 
tencia 16211999 se puso en duda la parcialidad del juez por motivos no 
expresamente contenidos en la ley, ya que no creemos que estas dos cau- 
sas puedan ser encajadas dentro del apartado 9" del artículo 219 de la 
LOPJ y que estamos ante la formación jurisprudencia1 de un nuevo moti- 
vo de recusación. Sólo nos restaría agregar que esta solución nos parece 
correcta pues formalmente considerar como parte de interés indirecto es 
forzar la letra de la ley y que el establecer nuevas causas en la ley no 
sería muy práctico, pues de un lado estas causas se usarían muy poco y 
por otro lado significarían una invitación a utilizarlas con intenciones 
fraudulentas. Además que se podría dar pie a arrojar sombras sobre el 
poder judicial cuando estos casos son la excepción y no la regla. 




